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El recuerdo de 
Porfirio Díaz

Porfirio era muy pequeño cuando mu-
rió su progenitor, pero hubo quizás 
un recuerdo, no heredado de su ma-

dre, sino suyo, fundado en su experiencia 
de niño: el recuerdo de su padre, de rodi-
llas, inclinado, en posición de oración.

José de la cruz, rezaba al desper-
tar, al comenzar a trabajar, al comer, al 
preparar la hora de dormir. Era un ca-
tólico muy ferviente. Su hijo rememora 
que rezaba mucho y llegó a usar un traje 
monacal de los terceros de San Francis-
co, así tal vez lo recordaba en el mesón 
de la soledad, vestido con el hábito de 
los terciarios, el sombrero con toquilla 
de mecate, arrollada de la copa, el es-
capulario colgado hasta la cintura, el 
capuchón de la lana, caído en pliegues, 
también café, similar al que usaban los 
frailes de San Francisco. 

José de la cruz era parte de la co-
munidad que formaban los francisca-
nos, como lo había sido el protector de 
los arrieros, beatificado a fines del siglo 
XVIII: Fray Sebastián de Aparicio.)

La profunda religiosidad de José de la 
Cruz marcó el ambiente en el que trans-
currieron los primeros años de vida de 
Porfirio. En una época en la que la fe cató-
lica orientaba la vida cotidiana de muchas 
familias mexicanas, las prácticas devocio-
nales, la pertenencia a órdenes terciarias y 
la constante oración eran expresiones de 
una convicción espiritual que trascendía 
lo personal y se reflejaba en la educación 
de los hijos. Aunque la muerte de su pa-
dre ocurrió cuando aún era muy pequeño, 
esa imagen de un hombre entregado a la 
oración permaneció grabada en su me-
moria como uno de los pocos recuerdos 
nítidos de su infancia. Continuará...
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Originario de Tizayuca. 
Licenciado en Derecho por la 
Universidad. 

Empresario hidalguense, 
considerado como un 
impulsor de las candidaturas 
independientes. Fue asesor en 
la cámara de Senadores. Ha sido 
candidato independiente por 
la gubernatura de Hidalgo en 
2012 y 2016 y dos más para la 
Presidencia de la República en 
2018 y 2024.

Porfirio 
Moreno Jiménez
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Plétora Lex

Hace cinco décadas, la Policía Industrial Ban-
caria del Estado de Hidalgo (PIBEH) inició 
operaciones con apenas 60 elementos y la 

misión de resguardar el patrimonio de empresas e 
instituciones. Hoy, la corporación suma casi 3 mil 
300 integrantes, tiene presencia en la mayoría de 

los municipios de la entidad y se consolida como 
una institución que apuesta por la profesionaliza-
ción, la dignificación policial y modernización.

Como parte de su 50 aniversario, la corporación reu-
nió a autoridades estatales, mandos policiales y elemen-
tos en activo para reconocer la trayectoria de quienes 
han dedicado gran parte de su vida al servicio público.

Logra fortalecimiento laboral, profesionalización y modernización

PIBEH, medio siglo de 
evolución policial

La Policía Industrial Bancaria del Estado de Hidalgo conmemora 
cinco décadas de historia con más de 3 mil 300 elementos
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Al acto protocolario asistieron el gobernador Julio 
Menchaca Salazar, representantes de los poderes Legis-
lativo y Judicial, así como integrantes del gabinete de 
seguridad, quienes acompañaron la entrega de recono-
cimientos a policías con 10, 15, 20, 25, 30, 35 y hasta 
40 años de servicio que realizó el director de la PIBEH, 
Francisco Martínez Gómez, quien recordó que detrás de 
cada uniforme existe una historia de sacrificio.

“Hoy celebramos 50 años de historia, de servi-
cio, de disciplina, de noches sin dormir, de fechas 
importantes lejos de casa y de riesgos asumidos 
con valor. Cinco décadas en las que miles de muje-
res y hombres han portado este uniforme conven-
cidos de que proteger a los demás es una de las 
formas más nobles de servir”, expresó.

Afirmó que la corporación nació para brindar 
seguridad, pero también para convertirse en un sím-
bolo de confianza para quienes depositan en ella 
la protección de su patrimonio, sus bienes y, sobre 
todo, de las personas.

Para el director de la PIBEH, el fortalecimiento 
institucional se sostiene sobre tres estrategias: la 
primera enfocada en mejorar las condiciones labo-
rales y bienestar de los policías.

Tan solo durante la actual administración se au-
torizó un incremento salarial del 57 por ciento para 
el personal operativo y del 28 por ciento para el ad-
ministrativo, además de aumentar en 33 por ciento 
el monto destinado a vales de despensa.

Otro de los avances ocurrió el 1 de julio de 
2023, cuando la PIBEH se convirtió en la primera 
corporación policial incorporada al Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res (Infonavit)

Actualmente, más de 90 elementos cuentan con 
certeza patrimonial y alrededor de 800 policías ya 
están preinscritos para acceder al programa de Vi-
vienda para el Bienestar, solo tienen que cumplir 
con los requisitos e iniciar su trámite.

EVOLUCIÓN 
De una corporación integrada por 
apenas 60 elementos en 1976, la 
PIBEH pasó a tener presencia en 
gran parte del estado. 
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“Estamos en un momento muy importante para 
cristalizar que más de 800 elementos puedan tener 
acceso a una vivienda”, destacó Martínez Gómez.

La segunda estrategia es la profesionalización. 
En los últimos años, 2 mil 86 elementos fueron 
capacitados como primeros respondientes y en el 
llenado del Informe Policial Homologado, mientras 
que 543 policías recibieron condecoraciones insti-
tucionales por su desempeño.

Además, gracias a convenios con instituciones 
educativas, 298 elementos concluyeron el bachi-
llerato y la corporación mantiene 17 convenios 
para que su personal continúe estudios de licen-
ciatura y posgrado.

“Buscamos elevar el nivel educativo de cada 
uno de nuestros elementos para que puedan termi-
nar su preparatoria y continuar con una licenciatura 
o una maestría”, dijo el director.

Durante su mensaje también reconoció el traba-
jo cotidiano de los policías, como el de una agente 
que recientemente frustró el robo de cable de alta 
tensión en una empresa de Ciudad Sahagún y logró 
la detención de tres personas.

La tercera estrategia corresponde a la moder-
nización, es decir, la PIBEH fortaleció su parque 
vehicular con 78 unidades, adquirió 319 chalecos 
balísticos, 20 cascos, 622 equipos de radiocomuni-
cación, 141 lámparas y armas de fuego.
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Raúl Rivera Escamilla, uno de los integrantes de 
la PIBEH con 40 años de servicio, tomó la palabra 
para hablar en representación de los policías home-
najeados.

Recordó que el uniforme representa mucho más 
que una prenda. “Simboliza la confianza de la socie-
dad, el honor de servir, la responsabilidad y el res-
peto”, expresó.

Invitó a sus compañeros a mantener vivo el com-
promiso con la ciudadanía y aseguró que, si pudiera 
volver atrás, elegiría nuevamente la misma profesión.

“Después de 40 años de servicio puedo decir con 
orgullo que volvería a recorrer este camino. Servir a 
mi estado y a esta corporación ha sido uno de los 
mayores privilegios de mi vida.”

La PIBEH brinda servicio de seguridad en las mo-
dalidades de protección, custodia, vigilancia y tras-
lado, para salvaguardar la integridad y bienes de las 
personas físicas y morales, públicas y privadas que 
requieran de sus servicios.

Durante la ceremonia, el gobernador Julio Men-
chaca Salazar afirmó que el crecimiento de la PIBEH 
demuestra que una institución se fortalece cuando 
quienes la integran sienten orgullo por su trabajo.

“Para poder desarrollarnos personal y profesio-
nalmente debemos empezar por tener cariño por 
lo que hacemos. Desde cualquier puesto estamos 
construyendo una mejor sociedad”, expresó.

Recordó que la corporación pasó de 60 elemen-
tos a más de 3 mil 300 policías y reconoció el traba-
jo realizado por su director.

“Es un gusto reconocer el trabajo, la dedicación 
y el compromiso de su director, Francisco Martínez, 
que lo conozco desde hace muchos años, por ser 
compañeros en otras responsabilidades, y sé del 
enorme esfuerzo que, junto con su equipo, ha desa-
rrollado en esta institución”.

Añadió que la confianza que hoy muestran in-
versionistas nacionales y extranjeros hacia Hidalgo 
también responde al trabajo realizado por las insti-
tuciones encargadas de brindar seguridad.

“EL CARIÑO POR SERVIR HACE LA 
DIFERENCIA”: JULIO MENCHACA

EL ORGULLO DE PORTAR EL UNIFORME
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Visitas regionales

Visitas regionales

Torneos de Fútbol Rápido

Incineración de Bandera

Exhibición de Bandas de Guerra Carrera Atlética
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Incineración de Bandera



Pletora
REVISTA JURÍDICA Y POLÍTICA lex10

Redacción Pletora Lex

Durante el Encuentro de Cafeti-
cultores Hidalguenses, realizado 
en el Congreso del Estado de 

Hidalgo, diputadas y diputados apro-
baron el dictamen mediante el cual se 
declara el 1 de octubre como el Día 
del Café, de la Cafeticultora y del Ca-
feticultor Hidalguense.

A nivel nacional, Hidalgo ocupa 
el sexto lugar en producción de café, 
con alrededor de 29 mil toneladas 
anuales. Se estima que cerca de 35 mil 
personas participan en esta actividad, 
siendo el municipio de Huehuetla el 
principal productor de la entidad.

Durante el encuentro, las y los 
legisladores coincidieron en que el 
café representa identidad, historia y 
el sustento de miles de familias de 
las regiones Sierra Gorda, Huasteca 
y Otomí-Tepehua. Por ello, además 
de la aprobación del dictamen, se 

entregaron reconocimientos a ca-
feticultoras y cafeticultores por su 
destacada labor y contribución al 
desarrollo del sector.

El presidente de la Junta de 
Gobierno del Congreso del Estado, 
Andrés Velázquez Vázquez, señaló 
que este reconocimiento signifi-
ca valorar el esfuerzo de quienes 
mantienen viva una actividad fun-
damental para la economía, la cul-
tura y la identidad de Hidalgo.

Asimismo, destacó que el café es 
resultado del trabajo de miles de mu-
jeres y hombres del campo, y celebró 
que el Poder Legislativo impulse ac-
ciones para visibilizar su aportación. 
También refrendó el compromiso de 
promover mayores apoyos, presu-
puesto y oportunidades para fortale-
cer esta actividad productiva.

Por su parte, la diputada Yarabi 
González Martínez explicó que, debi-

do a su vínculo familiar con la cafe-
ticultura, promovió la iniciativa para 
instituir el Día de la Cafeticultora y 
del Cafeticultor Hidalguense, con el 
propósito de destacar la aportación 
económica, social y cultural del sec-
tor, incentivar el consumo del café 
local y generar mayores espacios de 
comercialización.

En tanto, el diputado Julián No-
chebuena Hernández, presidente de 
la Directiva durante el mes de julio, 
reafirmó el compromiso del Congre-
so para fortalecer la producción ca-
fetalera, impulsar el valor agregado, 
abrir nuevos mercados y respaldar a 
quienes han convertido al café hidal-
guense en un referente de calidad.

declara el 1 de octubre
Día del Café

Congreso de Hidalgo
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El presidente del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa (TFJA), José Ramón Amieva Gálvez, 
recibió la Medalla al Mérito Jurídico 2026, otor-

gada por la Barra Mexicana, Colegio de Abogados del 
Estado de Hidalgo, A.C., que preside Antonio Márquez 
Hidalgo, en reconocimiento a su trayectoria en la im-
partición de justicia, el servicio público y su aporta-
ción al fortalecimiento del Estado de Derecho.

El magistrado del Tribunal de Disciplina Ju-
dicial, Rufino León Tovar, destacó la carrera de 
Amieva Gálvez y sostuvo que el país atraviesa una 
etapa de transformación en el sistema de justicia 
derivada de la reforma judicial, la cual, dijo, debe 
traducirse en una justicia más cercana. Señaló que 
el reto es consolidar un modelo con menos forma-
lismos, más accesible y orientado a garantizar los 
derechos de las personas.

Al entregar la presea, León Tovar afirmó que 

el reconocimiento distingue no sólo la trayectoria 
profesional del presidente del TFJA, sino también 
“su calidad humana” y su compromiso con la cons-
trucción de instituciones al servicio de la sociedad.

José Ramón Amieva Gálvez agradeció la distinción 
y reflexionó sobre los desafíos que enfrenta actualmen-
te la profesión jurídica. Consideró que la inteligencia 
artificial representa una herramienta de gran utilidad 
para la investigación, la elaboración de escritos y la 
localización de criterios jurisprudenciales; sin embar-
go, descartó que pueda reemplazar el criterio huma-
no de los abogados.

El presidente de la Barra Mexicana, Colegio 
de Abogados del Estado de Hidalgo, A.C., Antonio 
Márquez Hidalgo, mencionó que el reconocimiento 
reafirma el compromiso de promover una aboga-
cía libre, independiente y humanista, “convencida 
de que el Derecho encuentra su mayor propósito 
cuando se ejerce con honestidad, sensibilidad y vo-
cación de servicio”.

Pl
et
or
a 

Le
x

Ramón Amieva 
recibe la Medalla al Mérito Jurídico 2026

La IA no 
reemplazará el 
criterio de los 
abogados”.

José Ramón Amieva  
Presidente del TFJA
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La Asociación de Abogados de La-
tinoamérica conmemoró el Día de 
la Abogada y del Abogado con un 

encuentro encabezado por su presiden-
te, Luis Roberto Campero Hernández. La 
jornada combinó el homenaje a la tra-
yectoria de destacados integrantes del 
gremio jurídico con el lanzamiento de un 
nuevo proyecto editorial enfocado en la 
difusión del conocimiento especializado.

En el presídium participaron Moisés 
Carbona Ramos, juez del Poder Judicial 
del Estado de Hidalgo; Víctor Francisco 
Torres, vicepresidente de Relaciones Pú-
blicas de la Asociación de Abogados de 
Latinoamérica; y el diputado Andrés Veláz-
quez, presidente de la Junta de Gobierno 
del Congreso del Estado de Hidalgo.

Durante la ceremonia, se entregaron 
reconocimientos a juristas por su des-

tacada práctica profesional, así como 
por sus aportaciones al crecimiento de 
la Asociación. 

Los organizadores subrayaron que 
el ejercicio del derecho exige no sólo 
actualización académica, sino una 
profunda vocación ética al servicio de 
la sociedad.

Innovación y difusión jurídica
Igualmente, se llevó a cabo la presen-

tación oficial de la revista Honor y Justi-
cia, plataforma que nace con la misión de 
enriquecer el debate técnico y acercar el 
análisis jurídico a la comunidad legal.

Al cierre de la ceremonia, los asisten-
tes coincidieron en la relevancia de for-
talecer la colaboración gremial, impulsar 
la capacitación continua y consolidar 
espacios de divulgación que sigan dig-
nificando la labor de abogadas y aboga-
dos en la región.

Comunidad jurídica

Celebran el Día de la 
Abogada y del Abogado 

La Asociación 
Abogados de 
Latinoamérica 

reconoció 
trayectorias 



Pletora
REVISTA JURÍDICA Y POLÍTICA lex14

Redacción Plétora Lex

La revista Plétora Lex fue distinguida por el Co-
legio Foro Hidalguense de Abogados Postulan-
tes, A. C., con un reconocimiento a su labor en 

la difusión de la cultura jurídica, así como de temas 
políticos, sociales y de interés público.

La distinción fue recibida por la directora gene-
ral, Verónica Ángeles Cilia, durante la cena conme-
morativa del Día de la Abogada y el Abogado.

El presidente del Colegio, Javier Omar Montoya 
Piña, destacó la aportación del medio al acercar el 
conocimiento del derecho a la ciudadanía mediante 
información especializada, análisis y contenidos de 
interés público.

El reconocimiento fue entregado en presencia 
de autoridades estatales, representantes del gre-
mio jurídico, académicos y abogados postulantes.

Durante la ceremonia, el Colegio también recono-
ció al semanario El Nuevo Gráfico de Hidalgo, dirigido 
por las licenciadas Aida Gálvez Rodríguez y Norma 
Iliana Gálvez Rodríguez, por sus 68 años de trayec-
toria periodística y su contribución a la difusión de 
temas de interés para la sociedad hidalguense.

Al hacer entrega de los reconocimientos, el Cole-
gio Foro Hidalguense de Abogados Postulantes, A. C., 
destacó la importancia de los medios de comunicación 
especializados para acercar el derecho a la sociedad, 
promover el debate informado y contribuir al fortaleci-
miento de las instituciones y de la vida pública.

A lo largo de sus ediciones, Plétora Lex se ha 
consolidado como un espacio de análisis y difusión 
de reformas legislativas, criterios jurisdiccionales, 
políticas públicas, derechos humanos y aconteci-
mientos de relevancia jurídica, además de ofrecer 
entrevistas, reportajes y artículos de especialistas 
que contribuyen a comprender el impacto del dere-
cho en la vida cotidiana.
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Distinguen a

Plétora Lex
por la difusión de la cultura jurídica
El Colegio Foro Hidalguense de Abogados Postulantes reconoció el 
compromiso de este medio de comunicación con el análisis especializado, 
el debate informado y el acercamiento del derecho a la sociedad.

Divulgación: Explicar el impacto de reformas e 
instrumentos jurídicos en la vida cotidiana.

Periodismo de Investigación: Cobertura 
crítica de la labor legislativa y gubernamental.

Voz Gremial: Espacio plural para el análisis de 
académicos, juristas y postulantes de la región.

PILARES DEL MEDIO
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El juez hidalguense, Luis Carlos Gutiérrez Espi-
nosa, fue distinguido con el Premio Nacional 
en Administración de Justicia 2026, reconoci-

miento otorgado por el Instituto Nacional para la 
Celebración del Día del Abogado (INCDA) durante 
la 65.ª Celebración Nacional del Día del Abogado, 
realizada en el Centro Cultural Riviera de Ensenada, 
Baja California.

El galardón fue concedido en reconocimiento a 
su trayectoria, desempeño profesional y compromi-
so con la impartición de justicia. La postulación fue 
presentada por la delegada del INCDA en Hidalgo, 
María del Carmen Ramos Castañón, quien remitió al 
Comité Nacional la documentación que respaldó la 
candidatura del jurista hidalguense.

Gutiérrez Espinosa recibió la notificación oficial 
de la distinción el pasado 18 de junio de 2026. Du-
rante la ceremonia, el reconocimiento fue entrega-
do por la fiscal general del Estado de Baja Califor-
nia, María Elena Andrade Ramírez, mientras que la 
medalla conmemorativa le fue impuesta por el pre-
sidente nacional del INCDA, Jorge Eduardo Pascual.

La ceremonia reunió a integrantes de la comu-
nidad jurídica de todo el país y contó con la parti-
cipación de la presidenta del Tribunal de Disciplina 
Judicial, Celia Maya García, quien dirigió un men-
saje sobre la importancia de fortalecer la ética, la 
justicia y el Estado de derecho.

Luis Carlos Gutiérrez Espinosa es licenciado en 
Derecho por la Universidad Autónoma del Estado 
de Hidalgo (UAEH), cuenta con una especialidad en 
Derecho Penal y una maestría en Derecho Procesal 

Penal con Énfasis en el Sistema Acusatorio por el 
Centro de Estudios de Posgrado.

A lo largo de su carrera se ha desempeñado 
como abogado postulante, meritorio en el Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Hidalgo, juez pe-
nal de ejecución y juez de control del Poder Judicial 
del Estado, además de desarrollar una amplia labor 
académica como docente en diversas instituciones 
de educación superior.

Con esta distinción nacional, el juzgador hidal-
guense se suma a la lista de profesionales del de-
recho reconocidos por el INCDA por su aportación 
a la administración de justicia y su compromiso con 
el servicio público.

Reconocimiento a la trayectoria jurídica

Juez de Hidalgo
recibe Premio Nacional
en Administración de Justicia
El jurista hidalguense Luis Carlos Gutiérrez Espinosa fue 
galardonado en el marco de la 65.ª Celebración Nacional 
del Día del Abogado en Ensenada, Baja California
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Con al menos seis causas penales promovidas 
por la Fiscalía General de la República por 
presuntos delitos de delincuencia organiza-

da, operaciones con recursos de procedencia ilíci-
ta y defraudación fiscal, en las que se le atribuyen 
conductas relacionadas con un presunto desvío de 
recursos y un daño al erario por 63 millones 671 
mil 166.81 pesos, Gerardo Sosa Castelán enfrenta 
uno de los expedientes judiciales más relevantes en 
la historia reciente de Hidalgo. Aunque actualmente 
permanece en libertad bajo medidas cautelares y 
con brazalete electrónico, el exrector conserva el 
control político de la Universidad Autónoma del Es-
tado de Hidalgo (UAEH), mientras su grupo man-
tiene presencia dentro del Partido del Trabajo (PT), 
instituto político que se perfila para competir sin 
alianzas en las próximas elecciones de diputacio-
nes locales y federales, así como de ayuntamientos. 

La Fiscalía General de la República (FGR) ha puesto 
en la mira las presuntas actitudes delictivas de Gerar-

do Sosa Castelán, líder de Grupo Universidad, a través 
de al menos seis causas penales judicializadas desde 
2020. Aunque no en todas fue vinculado a proceso, 
el exrector enfrenta acusaciones por defraudación al 
fisco y será juzgado para determinar si es responsable 
de delincuencia organizada y una red de blanqueo de 
recursos de la Universidad Autónoma del Estado de 
Hidalgo (UAEH), imputación que lo tuvo preso en el 
Penal del Altiplano por más de un año. 

De acuerdo con documentación judicial y recur-
sos de apelación a los que Plétora Lex tuvo acceso, 
el político hidalguense -que ha controlado la casa 
de estudios desde hace cuatro décadas- está vin-
culado a proceso por los delitos de defraudación 
fiscal, en la modalidad de quien con uso de enga-
ños omita parcialmente el pago de una contribución 
con perjuicio al fisco federal, y de defraudación fis-
cal equiparable en la hipótesis de consignar en las 
declaraciones para efectos fiscales ingresos acu-
mulables menores a los realmente obtenidos.
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LAVADO DE DINERO Y DELITOS FISCALES 

Sosa Castelán,
bajo acecho
de la justicia:
control de la UAEH
y búsqueda del poder
La Fiscalía General de la República 
mantiene abiertos diversos procesos 
contra el exrector y ex presidente 
del Patronato de la UAEH. Mientras 
una vinculación por presunta 
defraudación fiscal sigue firme
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En la causa penal 152/2025, el Ministerio Públi-
co federal acusó al expresidente del Patronato 
Universitario de establecer en su declaración 

complementaria 2017 ingresos por 16 millones 640 
mil pesos por concepto de préstamo, “dando apa-
riencia de que dicha cantidad no tiene naturaleza 
de ingreso acumulable para efectos del Impuesto 
sobre la Renta” (ISR). Sin embargo, las autoridades 
federales lo califican como “depósitos no aclarados 
respecto de los cuales no obra materialidad” del 
supuesto empréstito.

Sosa Castelán consignó ingresos acumulables 
menores a los realmente obtenidos, por 8 millones 
847 mil 566 pesos, pues la Administración General 
de Auditoría Fiscal Federal determinó que en rea-
lidad logró 24 millones 348 mil 191.79 pesos. Con 
ello, “causó un perjuicio federal” por 5 millones 425 
mil 218.81 pesos, según la imputación.

Aunque el expriista presentó un recurso de que-
ja (toca penal 32/2026) contra su vinculación a 
proceso del 14 de enero de 2026, el Tribunal Cole-
giado de Apelación del Vigésimo Noveno Circuito, 
confirmó la resolución del juez de control federal, 
por lo que continúa el proceso en su contra.

VINCULADO POR DEFRAUDACIÓN FISCAL

Los supuestos préstamos recibidos por el líder 
de Grupo Universidad por más de 16.6 millones 
de pesos provienen de recursos de Contabilidad 

Siglo XXI Pachuca SC, señalada en la causa penal 
263/2020 como empresa fachada en un entramado 
de lavado de dinero que acusa la FGR, por 58 millones 
245 mil 948 pesos, a través del cual presuntamente se 
extrajeron recursos de la UAEH con empresas encabe-
zadas por personas allegadas al exrector.

Sosa Castelán fue detenido el 31 de agosto de 
2020 en la Ciudad de México para enfrentar ese pro-
ceso penal por operaciones con recursos de proce-
dencia ilícita y delincuencia organizada, lo cual lo 
llevó al Centro Federal de Readaptación Social (Ce-
fereso) 1 de Almoloya de Juárez, Estado de México. 

Tras pasar 15 meses recluido en El Altiplano, 
ser intervenido quirúrgicamente en la parte cere-
bral, obtener la medida cautelar de prisión domi-
ciliaria y luego el cambio a brazalete electrónico 
para transitar en libertad, el juez Gregorio Salazar 

Hernández dictó un sobreseimiento del caso el 25 
de septiembre de 2024, lo cual lo libró de la impu-
tación de blanqueo de recursos.

Sin embargo, el 27 de marzo de 2025, en la toca 
penal 17/2025 el Segundo Tribunal Colegiado de 
Apelación del Segundo Circuito, con sede en Tolu-
ca, dio un revés en el fallo que lo absolvía de lavado 
de dinero y delincuencia organizada. 

Sosa Castelán interpuso un amparo indirecto el 6 
de mayo de ese año contra el fallo que lo regresó al 
proceso penal, pero le fue negado por el Primer Tri-
bunal Colegiado de Apelación del Segundo Circuito, 
con residencia en Toluca, el 21 de noviembre pasado. 

Luego pidió un recurso de revisión de ese re-
solutivo y el 11 de febrero de 2026 fue turnado 
al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Segundo Circuito, por lo que aún está pendiente 
que enfrente la acusación de la fiscalía ante un 
Tribunal de Enjuiciamiento. 

BLANQUEO DE DINERO, ACUSACIÓN MADRE
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Antes de convertirse en rector y obtener el con-
trol -que hasta hoy mantiene- de la UAEH, Sosa 
Castelán formó parte de la extinta Federación 

de Estudiantes Universitarios de Hidalgo (FEUH), gru-
po estudiantil involucrado en múltiples acciones de 
porrismo y delitos que quedaron consignados en ave-
riguaciones previas en la década de los 70 y 80.

El fallecido periodista hidalguense Miguel Ángel 
Granados Chapa describió en el prólogo del libro La 
Sosa Nostra, política y gobierno coludidos en Hidal-
go (2004), de Alfredo Rivera Flores, el apadrinamiento 
que Gerardo y su grupo estudiantil recibió del exgo-
bernador Jorge Rojo Lugo, quien lo hizo secretario ge-
neral del Sindicato Único de Trabajadores al Servicio 
de los Poderes del Estado de Hidalgo (1980-1986) sin 
que nunca hubiera tenido una plaza; además, su re-
lación con José Antonio Zorrilla Pérez, otrora jefe de 
la extinta Dirección Federal de Seguridad, la policía 
política del régimen priista. Por la obra, ambos (y otros 
colaboradores) fueron denunciados por daño moral, 
pero sólo el autor terminó con una sentencia que le 
ordenó pagar 720 mil pesos al demandante.

Militante del Partido Revolucionario Institucional 
(PRI) desde 1976, cuando era estudiante de De-
recho, Sosa Castelán presidió la FEUH de 1977 al 
1979, año en el que fue nombrado presidente del 
Club de Futbol Pachuca -propiedad del gobierno-, 
hasta 1981, cuando obtuvo su primera diputación 
local en la LI legislatura.

Para Grupo Universidad, el oriundo de Acaxo-
chitlán también obtuvo presidencias municipales en 
su ascenso dentro del instituto político hegemónico.

Sosa Castelán fungió entre 1991 y 1998 como 
rector de la UAEH, donde previamente fue secreta-
rio general. Mientras mantenía el control de la casa 
de estudios, fue diputado federal del PRI en dos 
ocasiones: de 2000 a 2003 y de 2006 a 2009.

También aspiró a la candidatura del tricolor por 
la gubernatura de Hidalgo en 1998, pero lo supe-
ró Manuel Ángel Núñez Soto, y en 2004, cuando la 
postulación recayó en Miguel Osorio Chong; ese 

mismo año asumió la presidencia del Comité Direc-
tivo Estatal (CDE) del PRI, hasta 2006.

En 2015 también manifestó su intención de com-
petir por el periodo de gobierno 2016-2022 por el 
tricolor, mientras participaba en encuentros públicos 
con integrantes de otros partidos que intentaron esta-
blecer un Frente Opositor, que no se concretó.

Mientras se mantenía en el PRI, el expresidente del 
Patronato Universitario obtuvo posiciones en el Partido 
Acción Nacional (PAN), entre regidurías y diputaciones lo-
cales, como la que logró su hermano Damián Sosa Cas-
telán en 2011 (que también fue legislador por el tricolor).

Para las elecciones de 2016, Grupo Universidad 
obtuvo candidaturas por Movimiento Ciudadano 
(MC), su siguiente partido por el cual ocupó una cu-
rul local Miguel Ángel de la Fuente López.

En el instituto naranja, Damián Sosa fue coordi-
nador en Hidalgo desde enero de 2017 hasta que lo 
abandonó en marzo del siguiente año, pues su grupo 
político rompió con la dirigencia nacional de Dante Del-
gado Rannauro, en desacuerdo por la alianza con el 
PAN y el Partido de la Revolución Democrática (PRD) y 
la falta de candidaturas solicitadas. 

Durante su gestión, las oficinas de MC estuvieron en 
un inmueble, en Valle de San Javier, arrendado a Fran-
cisco Natalio Zamudio Isbaile, señalado por la FGR como 
presunto operador financiero en el esquema criminal 
que trianguló dinero de la UAEH a través de despachos 
contables y la Contabilidad del Siglo XXI -constituidos 
por el colaborador de Sosa-, conforme la causa penal 
263/2020. El mismo edificio albergó a Eficiencia en Ne-
gocios Asociados, una de las empresas involucradas. 

Tras 40 años de militancia, Gerardo dejó el PRI el 
19 de febrero de 2018 y un mes de después Grupo 
Universidad se sumó a Morena, por el cual obtu-
vieron diputaciones federales y la mayoría de las 
curules locales en la bancada guinda, en la primera 
legislatura (LXIV) de oposición en Hidalgo, durante 
el sexenio de Omar Fayad Meneses.

Entre las imputaciones de la FGR contra el exrec-
tor también se encuentran las presentadas en las 
causas penales 186/2020 y la 237/2020, ambas 
por defraudación fiscal equiparada, en las cuales 
el Ministerio Público no consiguió su vinculación a 
proceso, aunque dieron origen a la 152/2025.

A ellas se suman la causa penal 230/2025, por 

delitos fiscales, en la cual el 6 de enero de 2026 te-
nían audiencia inicial, pero la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público (SHCP) y el imputado indicaron la 
posibilidad de celebrar un acuerdo reparatorio, y la 
42/2024, también por defraudación fiscal, derivada de 
la 263/2020 (por operaciones con recursos de proce-
dencia ilícita), en la cual la jueza de distrito Soyla Rosa 
Cárdenas Bahena no aceptó competencia y la archivó.

SOSA, DUEÑO DE LA UAEH, DE CUÑA PRIISTA Y MULTIPARTIDOS 
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Engranado en el partido en el poder, tras la lle-
gada de Andrés Manuel López Obrador a la presi-
dencia de México, el 26 febrero 2019 la Unidad de 
Inteligencia Financiera (UIF) bloqueó seis cuentas 
de la UAEH por la detección de “múltiples opera-
ciones financieras no acordes con su actividad en-
comendada” y posible lavado de dinero, por 151 
millones de dólares transferidas desde Suiza, junto 
a las del exrector y otros funcionarios universitarios. 

Tres días antes, el líder fáctico de la universidad 
sufrió el asesinato de su hijo, Gerardo Sosa Cravioto, 
de 30 años, quien recibió varios impactos de bala, en 
las inmediaciones del rancho Yemila, en Acaxochitlán.

Luego de caer en la prisión del Altiplano en agosto 
de 2020 por la imputación de operaciones con recur-
sos de procedencia ilícita y delincuencia organizada, 
el grupo político del líder universitario volvió a tener 
fortuna en los comicios de 2021, en los que consiguió 
curules en las legislaturas locales y federal, junto con 
ayuntamientos por el partido guinda.

Tras la llegada de Julio Menchaca Salazar al go-
bierno de Hidalgo, en 2022, las posiciones políticas 
se reacomodaron dentro de Morena y los espacios 
para los Sosa Castelán se vieron acotados en los 
siguientes comicios.

Para las elecciones de 2024, Grupo Universi-
dad tomó el control de un nuevo instituto político: 
el Partido del Trabajo (PT), desde el cual postuló 
a Damián (actual comisionado político de Asuntos 
Electorales en Hidalgo) al Senado y acaparó las 
candidaturas para diputaciones y ayuntamientos. 
Rompió su alianza con los partidos de la llamada 
cuarta transformación y acusó persecución política 
contra sus aspirantes por parte de gobierno estatal.

Pese a las imputaciones en su contra y un juicio 
a cuestas, Gerardo Sosa -cuyo nombre lleva la torre 
de posgrado de la casa de estudios- conserva el 
control de la UAEH y buscará nuevamente posicio-
nes políticas en 2027.

TRAYECTORIA DE SIGLAS Y ALIANZAS

La información aquí 
presentada se basa 
en datos derivados 
de investigaciones 
realizadas por la 
Fiscalía General de la 
República (FGR), así 
como en documentos 
y actuaciones de 
carácter oficial 
relacionados con 
dichos procesos.

No obstante, se 
reconoce y respeta 
en todo momento 
el derecho a la 
presunción de 
inocencia que asiste 
a cualquier persona 
señalada dentro de 
una investigación, 
por lo que las 
menciones realizadas 
no representan una 
determinación de 
responsabilidad, sino 
la referencia a hechos 
que se encuentran 
bajo análisis de 
las autoridades 
competentes.

Será la autoridad 
jurisdiccional 
correspondiente 
la encargada de 
resolver, conforme a 
derecho, la existencia 
o no de alguna 
responsabilidad.

NOTA EDITORIAL
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El artículo parte de un diagnóstico 
claro: la discusión latinoamericana 
sobre la responsabilidad penal de 

las empresas se ha concentrado casi 
siempre en los riesgos organizacionales 
y en la manera de encajar la conducta 
corporativa dentro de las categorías clá-
sicas de la teoría del delito, dejando de 
lado un problema igual de urgente, que 
es la ausencia de un catálogo cautelar 
propio para las personas jurídicas. 

Los códigos procesales mexicanos, 
pensados originalmente para la persona 
física, carecen de medidas cautelares 
reales diseñadas para las empresas, lo 
que obliga a los operadores jurídicos a 
recurrir de manera constante a la ana-
logía y a la supletoriedad de otras leyes. 
Esa laguna, genera inseguridad jurídica y 
hace necesario un diagnóstico de riesgo 
procesal corporativo como punto de par-
tida para una futura regulación.

La conducta como creación de riesgo
Antes de entrar al terreno cautelar, 

se reconstruye el concepto mismo de 
conducta, se aparta de la idea tradicio-
nal que la define como un movimiento 
corporal voluntario y se propone enten-
derla, en cambio, como la creación de 
un riesgo jurídicamente relevante. Bajo 
esa lógica, tanto la persona física como 
la persona jurídica generan riesgo cuan-
do despliegan su actividad ordinaria; el 
problema penal surge únicamente cuan-
do ese riesgo rebasa el margen que la 
norma tolera. Esta idea es la que permite 
después hablar de una responsabilidad 
propiamente corporativa: no se trata de 

sancionar a la empresa por lo que hizo 
una persona física en lo individual, sino 
de valorar si la organización, como tal, 
toleró o generó un riesgo no permitido 
relacionado con su objeto social.

En este mismo apartado se distingue 
entre el cumplimiento de autorizaciones 
administrativas, que puede excluir la tipi-
cidad, es decir si la empresa cumplió 
con todos sus permisos y licencias su 
conducta no cuenta como delito (excluye 
la tipicidad) y la infracción de deberes ob-
jetivos de cuidado, (si los jefes o represen-
tantes sabían que algo podía salir mal y no 
les importó o no tomaron precauciones, la 
empresa puede ser responsable por negli-
gencia grave (culpa con representación) o 
casi a propósito (dolo eventual).

A partir de esa distinción, se defiende 
la idea de que el artículo 155 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales, 
pensado para personas físicas, no de-
bería aplicarse sin más a las personas 
jurídicas, y que las cautelas dirigidas a 
estas últimas deben obtenerse por vía 
analógica de la legislación mercantil, sin 
que ello viole la prohibición constitucio-
nal de analogía en materia penal, pues 
dicha prohibición opera únicamente res-
pecto de tipos penales y penas, no res-
pecto de cuestiones procesales.

Elementos para imputar penalmente 
a la persona jurídica

Retomando el modelo propuesto por 
el doctor Rubén Quintino Zepeda, se enu-
mera los presupuestos necesarios para 
imputar a una persona jurídica: la existen-
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Licenciado en Derecho por la 
UNAM, maestro en Derecho 
y doctor en Derecho por la 
Universidad de Salamanca, 
España. Es integrante del 
Instituto Iberoamericano de 
Derecho Procesal (donde fue 
vicepresidente de 2018 a 2023) 
y ha destacado como diseñador 
de proyectos legislativos para 
la implementación del Sistema 
Penal Acusatorio en diversos 
estados del país.

Reconocido tratadista y docente 
especializado en materia 
procesal penal, ha impartido 
capacitación en los 32 Tribunales 
y Fiscalías de México, así como 
en diversos países de América 
Latina y España. Es profesor en 
instituciones como el INACIPE, 
la Escuela Judicial del Estado de 
México.

Autor de los libros Economía 
Procesal, cuarta edición; 
Introducción al Estudio 
Sistemático del Proceso Penal 
Acusatorio, séptima edición; 
El Control Jurisdiccional de las 
Penas y el Juez de Ejecución; 
Las Medidas Cautelares en 
el Sistema Acusatorio, cuarta 
edición; Proceso Penal Acusatorio 
para Principiantes sexta edición; 
Ejecución de Medidas Cautelares; 
y Extinción de Dominio. Acción 
Procesal Autónoma y diversa a la 
materia penal..

Dr. Camilo
Constantino Rivera

Medidas cautelares de 
personas jurídicas

Ante la ausencia de un catálogo propio

No se juzga a una compañía por el error individual de un 
empleado, sino por fallar en sus propios controles internos. El 
reto actual de la justicia es aplicar medidas precautorias que 
detengan el delito sin paralizar la operación ni destruir las 
fuentes de empleo.
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cia de una persona jurídica de derecho 
privado; una persona física competente 
que exprese su voluntad; un hecho típico 
de referencia vinculado directa o indirec-
tamente al objeto social; que ese hecho 
esté contemplado en un catálogo de de-
litos susceptibles de generar responsabi-
lidad corporativa; que revele un defecto 
de organización, es decir, un riesgo no 
permitido que se concreta en el resulta-
do; y que pueda atribuirse a la empresa 
a título doloso o culposo, según haya 
tenido conocimiento del riesgo organiza-
cional o haya infringido un deber objetivo 
de cuidado. A esos elementos de tipici-
dad se suman, más adelante, el grado de 
ejecución del hecho, la forma de interven-
ción, la modalidad de la conducta y, en 
su caso, el concurso de delitos. Se valora 
este modelo porque abandona la estruc-
tura dogmática tradicional del delito y se 
concentra en la clasificación jurídica del 
hecho, aunque se advierte que ningún 
país latinoamericano lo ha adoptado to-
davía de manera plena.

La fijación de la litis cautelar o bien 
definición y delimitación de lo que se 
va a discutir, decidir y proteger en ma-
teria de medidas cautelares

Uno de los aportes más útiles para la 
práctica es la distinción temporal entre 
providencia precautoria (medida de pro-
tección urgente que dicta un juez para 
asegurar bienes, dinero o derechos) y 
medida cautelar: la primera opera des-
de la noticia criminal hasta antes de la 
formulación de la imputación, mientras 
que la segunda corre desde la imputa-
ción hasta la sentencia definitiva. Sobre 
esa base, el embargo precautorio, la 
inmovilización de cuentas y el asegura-
miento se clasifican como providencias 
precautorias, porque se ejecutan prime-
ro y se notifican después; en cambio, 
figuras como la anotación marginal con 
resguardo de folios reales, el depositario 
judicial o la suspensión de actividades 
exigen discusión previa en audiencia y 
se consideran medidas cautelares pro-
piamente dichas.

Adicional a esto, se destaca también 
el papel de la función notarial y del Re-
gistro Público de Comercio como fuente 
de prueba preconstituida sobre la vida 
corporativa de la empresa, aclarando 
que esos documentos generan solamen-
te una presunción que admite prueba en 

contrario y que debe confirmarse con la 
actividad probatoria de las personas físi-
cas vinculadas al proceso, ya sea como 
testigos o como imputados.

Existe además un pasaje relevante 
para explicar que la persona jurídica, si 
bien no tiene dignidad humana, sí po-
see una imagen y una reputación que 
merecen protección frente a cautelas 
prematuras o desproporcionadas. Se 
puede ilustrar con el caso de una empre-
sa gasera señalada públicamente antes 
de que exista sentencia: aun si después 
resulta absuelta, el daño reputacional 
ya se produjo. De ahí se concluye que 
ninguna medida cautelar debe fundarse 
únicamente en el hecho delictivo im-
putado, pues equivaldría a anticipar la 
pena y vulnerar la presunción de inocen-
cia, tanto de la persona física como de la 
persona jurídica.

Catálogo de medidas cautelares
A manera enunciativa, y no limita-

tiva, se puede proponer once medidas 
aplicables a las personas jurídicas: la 
garantía económica; el embargo pre-
cautorio; el aseguramiento administra-
tivo; las anotaciones marginales pre-
ventivas; la inmovilización de cuentas 
bancarias; la intervención en la admi-
nistración de la empresa; la convoca-
toria a asambleas extraordinarias para 
adoptar decisiones urgentes, como la 
revocación de poderes o el cambio de 
estructura accionaria; el depósito judi-
cial; el reporte al buró de crédito; las 
restricciones a la ejecución del objeto 
social; y, como medida de mayor gra-
vedad, la suspensión de actividades 
u objeto social, que el autor equipara 
con la prisión preventiva de la perso-
na física, por tratarse de la afectación 
más severa que puede sufrir la vida 
corporativa de una empresa.

Límites frente a la prelación de de-
rechos

En el apartado sobre límites caute-
lares, se insiste en que ninguna medida 
dictada contra una persona jurídica pue-
de afectar derechos laborales, alimenta-
rios ni créditos fiscales, protegidos como 
prelaciones por el Código Civil Federal, 
salvo en los casos de extinción de domi-
nio, donde los bienes pasan a formar par-
te del Estado. Acá se recurre al ejemplo 
de una empresa declarada penalmente 

responsable para mostrar el orden que 
debería seguirse al ejecutar la sentencia: 
primero la reparación del daño a las vícti-
mas, después los trabajadores, luego los 
alimentos y los créditos fiscales, y solo al 
final los demás acreedores.

También se retoma, por analogía, los 
tres criterios de riesgo procesal previs-
tos para la persona física —peligro de 
sustracción a la justicia, peligro para la 
víctima o la sociedad, y riesgo de obs-
taculización— y se traducen al ámbito 
corporativo como riesgo de disolución o 
fusión de la empresa, urgencia de evitar 
daños de difícil reparación, y riesgo de 
que se oculte información relevante para 
la investigación.

Medios de defensa
Sobre los medios de impugnación, se 

repasa la apelación prevista en el artícu-
lo 467 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, la audiencia de revisión 
de medida cautelar de los artículos 161 
y 163 del mismo código, y el juicio de 
amparo, que —por analogía con la priva-
ción de libertad de la persona física— no 
exigiría agotar previamente el recurso de 
apelación cuando se trate de la suspen-
sión de actividades de la empresa. Se 
propone que el análisis de procedencia 
de toda cautela corporativa gire en torno 
a dos ejes: la necesidad de la medida y 
su proporcionalidad e idoneidad, en línea 
con los criterios desarrollados por la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos.

Conclusiones
El presente artículo cierra con una 

serie de conclusiones que, en conjunto, 
reclaman una reforma legislativa, entre 
las ideas centrales se destacan la ne-
cesidad de que la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas sea autóno-
ma respecto de la persona física bajo 
un esquema vicarial; la exigencia de un 
catálogo taxativo de medidas cautelares 
reales propio de las empresas, distinto 
del previsto para las personas físicas; el 
reconocimiento de que la suspensión del 
objeto social es la medida más gravosa, 
equivalente a la prisión preventiva; y la 
advertencia de que, mientras no exista 
esa regulación específica, la supletorie-
dad de leyes mercantiles seguirá siendo 
un remedio imperfecto que no logra sus-
tituir una verdadera autonomía del pro-
ceso cautelar corporativo.
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Mtro. Sergio
Zúñiga Hernández 

En toda sociedad democrática, el sis-
tema de procuración de justicia debe 
responder a un principio fundamental 

que consiste en proteger a quienes han 
sido víctimas de un delito, sin dejar de sal-
vaguardar los derechos de las personas 
sometidas a una investigación penal. 

Ambos intereses son igualmente va-
liosos y constituyen pilares esenciales del 
Estado de Derecho. La justicia pierde legi-
timidad tanto cuando un delito queda im-
pune como cuando una persona inocente 
enfrenta las consecuencias de una impu-
tación sustentada en hechos inexistentes 
o es señalada deliberadamente como res-
ponsable de un delito que no cometió. 

Una denuncia falsa puede cambiar vi-
das. En los últimos años, distintos acon-
tecimientos han reavivado el debate so-
bre las consecuencias de las denuncias 
presentadas con pleno conocimiento de 
su falsedad. Si bien se trata de situacio-
nes excepcionales que no representan 
a quienes acuden de buena fe ante las 
autoridades, sí ponen de manifiesto una 
realidad que el derecho no puede igno-
rar, ya que el proceso penal puede ser 
utilizado indebidamente.

Esta circunstancia obliga a preguntar-
nos si el marco jurídico vigente ofrece una 
respuesta suficiente frente a este tipo de 
conductas o si, por el contrario, existe una 
deuda legislativa que merece ser atendida.

Actualmente, el Código Penal para el 
Estado de Hidalgo contempla el delito 
de falsedad ante la autoridad; sin em-

bargo, dicha figura fue diseñada para 
proteger la fe pública y la veracidad de 
las declaraciones rendidas ante la auto-
ridad, no para sancionar de manera es-
pecífica a quien activa deliberadamente 
todo el aparato de procuración de justi-
cia mediante una denuncia presentada 
con conocimiento de que los hechos son 
falsos o de que la persona señalada no 
intervino en su comisión. 

La diferencia no es meramente técni-
ca. Mientras una declaración falsa puede 
afectar el desarrollo de una actuación ad-
ministrativa o judicial, una denuncia falsa 
pone en marcha investigaciones, moviliza 
agentes del Ministerio Público, policías, 
peritos y personal especializado, y genera 
una carga institucional que inevitablemen-
te retrasa la atención de los casos que 
realmente demandan justicia. 

Cada carpeta iniciada con motivo de 
una imputación realizada con conoci-
miento de la falsedad de los hechos o 
de la inocencia de la persona señalada, 
representa tiempo, esfuerzo y recursos 
que dejan de destinarse a la investiga-
ción de delitos verdaderos.

A ello debe añadirse el impacto que 
produce sobre la persona denunciada. 
Una imputación falsa puede derivar en 
órdenes de aprehensión, medidas cau-
telares, suspensión laboral, afectacio-
nes familiares, pérdidas económicas y 
un daño a su imagen pública y prestigio 
que, aun cuando posteriormente se de-
muestre la inocencia, difícilmente puede 
repararse por completo.

Presunción de inocencia y debate legal

Denuncias falsas:
la reforma pendiente
El Código Penal del estado de Hidalgo carece de un 
tipo penal autónomo para sancionar a quienes activan 
dolosamente el aparato de procuración de justicia a través 
de un delito inexistente
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Frente a este escenario, conviene 
recordar que el derecho de denunciar 
constituye una de las herramientas más 
importantes para garantizar el acceso a 
la justicia. Ninguna propuesta legislativa 
debería generar obstáculos para que las 
víctimas acudan ante las autoridades 
cuando consideren que han sido afecta-
das por la comisión de un delito.

No obstante, como ocurre con cual-
quier derecho, su ejercicio encuentra lí-
mites cuando se utiliza deliberadamente 
para causar un daño injustificado a otra 
persona. Cuando alguien acude ante la 
autoridad sabiendo que los hechos son 
falsos o que la persona señalada es ino-
cente, deja de existir un ejercicio legítimo 
del derecho de denunciar y se configura 
un abuso que el orden jurídico no puede 
permanecer indiferente a sancionar.

Precisamente por ello, una regulación 
adecuada debe partir de una premisa básica 
de que no toda denuncia que concluya con 
una absolución, un no ejercicio de la acción 
penal, un sobreseimiento o el archivo de la 
investigación implica que quien denunció 
actuó ilícitamente. La responsabilidad úni-
camente debe surgir cuando exista plena 
acreditación de que la persona denunciante 
conocía la falsedad de los hechos o sabía 
que la persona señalada no había interveni-
do en su comisión. Sólo así se protege a las 
víctimas reales y, al mismo tiempo, se evita 
el uso abusivo del sistema penal.

La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que la presunción de 
inocencia no constituye únicamente una 

regla de valoración de la prueba, sino un 
derecho humano que debe observarse du-
rante todas las etapas del procedimiento 
penal. En el mismo sentido, la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos ha 
señalado que el ejercicio del poder puni-
tivo del Estado debe realizarse dentro de 
límites estrictos, evitando actuaciones que 
comprometan la dignidad y los derechos 
fundamentales de las personas.

Desde esa perspectiva, la denuncia 
falsa trasciende la esfera individual del 
denunciado. También afecta la credibili-
dad de las instituciones encargadas de 
procurar justicia y debilita la confianza 
ciudadana en el sistema. La finalidad de 
la procuración de justicia debe ser prote-
ger a las víctimas y garantizar el acceso 
efectivo a la justicia, no convertirse en 
un instrumento para perjudicar delibera-
damente a personas inocentes mediante 
el uso abusivo del proceso penal.

Diversos países han reconocido la 
autonomía del delito de denuncia falsa y 
han establecido requisitos estrictos para 
acreditar el dolo, evitando que una re-
solución absolutoria sea suficiente, por 
sí sola, para generar responsabilidad 
penal. En México, el tema también ha 
comenzado a formar parte de la agenda 
legislativa, reflejando una preocupación 
creciente por fortalecer la protección de 
la administración de justicia sin menos-
cabar el derecho de acceso a la justicia.

El Derecho Penal debe intervenir cuan-
do resulte estrictamente necesario. Sin 
embargo, esa cautela no puede conver-

tirse en indiferencia frente a conductas 
que afectan gravemente a las personas y 
comprometen el adecuado funcionamien-
to de las instituciones de justicia. Cuando 
una denuncia se utiliza deliberadamente 
para atribuir un delito inexistente o para 
responsabilizar a quien se sabe no partici-
pó en su comisión, no sólo se perjudica a 
quien es señalado injustamente; también 
se desvían recursos públicos, se retrasa la 
investigación de delitos reales y se debilita 
la confianza de la sociedad en el sistema 
de procuración de justicia.

La confianza en las instituciones de 
procuración de justicia no depende única-
mente de que los delitos sean investiga-
dos y sancionados. También exige que el 
sistema cuente con mecanismos eficaces 
para desalentar su utilización dolosa y 
preservar el equilibrio entre los derechos 
de las víctimas y la presunción de inocen-
cia de las personas investigadas.

El debate sobre la tipificación de la 
denuncia falsa ya no puede seguir poster-
gándose. La experiencia demuestra que el 
marco jurídico vigente presenta áreas de 
oportunidad que merecen una reflexión 
seria y una respuesta legislativa cuida-
dosamente diseñada. Legislar sobre la 
denuncia falsa no significa cerrar las puer-
tas a quienes buscan justicia de buena fe. 
Significa asegurar que el sistema penal 
conserve su verdadera finalidad: proteger 
derechos, sancionar a los responsables y 
evitar que las instituciones sean utilizadas 
como instrumentos de persecución, pre-
sión o venganza. Esa es una discusión que 
Hidalgo no puede seguir aplazando.
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Lic. Luis Carlos 
Olvera Serrano

La atención médica no 
depende únicamente de 
los avances científicos o 
tecnológicos. La relación de 
confianza entre las personas 
usuarias, el personal de salud 
y las instituciones constituye el 
eje para garantizar atención 
digna, segura y jurídicamente 
sólida. 

La medicina nació mucho antes que 
los hospitales, las universidades y 
las leyes. Nació el día en que un 

ser humano decidió cuidar a otro. An-
tes de los expedientes clínicos, de los 
protocolos y de la tecnología, alguien 
permaneció al lado de una persona he-
rida, enferma o vulnerable con la inten-
ción de aliviar su dolor, acompañarla e 
intentar salvarle la vida. En ese gesto 
elemental de cuidado apareció el pri-
mer gran fundamento de la atención 
sanitaria: la confianza.

Desde entonces, la práctica médica 
ha evolucionado de forma extraordina-
ria. Las antiguas técnicas de curación 
dieron paso a la ciencia clínica, a los 
hospitales modernos, a los antibióticos, 
a la cirugía de alta especialidad y a la 
inteligencia artificial como apoyo diag-
nóstico. Sin embargo, hay un elemento 
que permanece intacto: toda atención 
en salud comienza cuando una persona, 
ante la incertidumbre de la enfermedad, 
decide confiar en otra.

Ese punto de partida es fundamental. 
La relación entre quien solicita ayuda y 
quien la brinda no es un detalle secun-
dario del acto médico; es el espacio 
donde se comprende el padecimiento, 
se acepta el tratamiento, se otorga el 
consentimiento informado y se logra la 
adherencia terapéutica. Por ello, cuando 
la confianza se rompe, no sólo se afecta 
el vínculo humano, sino que se deteriora 

la calidad del servicio y se abre la puerta 
al conflicto legal.

Un escenario de tensión y desgaste
En los últimos años, el vínculo entre 

usuarios y profesionales de la salud se 
ha vuelto más complejo. La saturación 
de los servicios, el tiempo limitado en 
consulta, la escasez de recursos, la pre-
sión administrativa, la desinformación en 
redes sociales y las elevadas expectati-
vas de la población generan frustración.

Del lado del paciente, la enfermedad 
genera miedo, dolor e incertidumbre. Del 
lado del personal de salud, la práctica 
diaria ocurre en entornos de agotamien-
to, alta exigencia institucional y una res-
ponsabilidad permanente sobre la vida y 
la integridad de las personas.

En este escenario, cuando falla la co-
municación, el conflicto surge de mane-
ra natural. Un diagnóstico mal explicado, 
un riesgo no advertido, un trato percibi-
do como indiferente o un resultado no 
deseado suelen convertirse en el origen 
de una inconformidad. Y cuando esa mo-
lestia no encuentra un canal de diálogo 
institucional, se traslada rápidamente a 
la queja, el arbitraje médico, la demanda 
patrimonial o el amparo.

De la consulta individual a la Alian-
za Terapéutica

Durante mucho tiempo se entendió 
la atención médica como un vínculo ex-
clusivo entre dos personas: el médico y 
el paciente. Hoy esa visión resulta insufi-
ciente. En la experiencia real de la salud 
intervienen enfermería, trabajo social, 
psicología, nutrición, personal técnico, 
laboratoristas, administrativos y directi-
vos, además de la familia del usuario.

Por ello, es momento de hablar for-
malmente de una Alianza Terapéutica.

Esta alianza es la relación de con-
fianza, comunicación, corresponsabilidad 
y respeto que debe construirse entre el 
usuario, el equipo de salud y la institución. 

Alianza Terapéutica
En salud
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No se trata sólo de un cambio de términos, 
sino de reconocer que la atención moder-
na es un proceso colectivo donde la salud 
no se protege de manera unilateral, sino 
mediante un esfuerzo colaborativo.

Derechos y responsabilidades 
compartidas

La Alianza Terapéutica se sostiene en 
un principio claro: el respeto mutuo. La 
persona usuaria tiene derecho a recibir 
información clara, trato digno, confiden-
cialidad, atención de calidad y a partici-
par en las decisiones sobre su salud. Sin 
embargo, también tiene la responsabili-
dad de proporcionar información veraz 
sobre sus antecedentes, expresar sus 
dudas, seguir las indicaciones médicas y 
tratar con respeto al personal sanitario.

Por su parte, el profesional de la salud 
debe actuar conforme a la lex artis (la bue-
na práctica médica), al informar con clari-
dad, escuchar con atención, documentar 
el expediente y trato empático, pero tam-
bién tiene derecho a contar con condicio-
nes de trabajo adecuadas, garantías de 
seguridad y un trato respetuoso por parte 
de los usuarios. Cuando una de las partes 
sólo exige derechos y la otra sólo acumula 
cargas, el vínculo se rompe.

La tecnología frente al factor 
humano

La medicina continuará transformán-
dose. Los algoritmos predictivos, la tele-
medicina y la inteligencia artificial modifi-
carán la manera de diagnosticar y tratar 
las enfermedades. Sin embargo, ninguna 
innovación tecnológica resolverá la crisis 
de confianza si se olvida que el núcleo del 
cuidado es profundamente humano.

Alinearse al sistema de salud no signi-
fica tolerar fallas, negligencias o maltratos. 
Significa participar de forma activa en el 
propio cuidado, utilizar los canales de me-
diación institucionales y comprender que 
la protección de la salud requiere colabo-
ración en lugar de confrontación.

La confianza no es un adorno del 
acto médico; es una condición indis-
pensable para que el sistema funcione. 
Cuando se fortalece, mejora la respuesta 
al tratamiento, se humaniza la atención y 
se evita litigar lo que bien pudo haberse 
resuelto mediante un encuentro humano 
claro, digno y honesto.

CONFIANZA EN LA ATENCIÓN MÉDICA 
La confianza no es un adorno del acto médico; es la condición 
indispensable para que el sistema de salud funcione. 
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desempeña como Magistrada del 
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donde además preside la 
Comisión de Evaluación.

Magistrada Indira Isabel
García Pérez 

El 15 de septiembre de 2024 se con-
virtió en una fecha trascendente 
para nuestro país con la publicación 

del decreto por el que se reforman, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones 
de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de refor-
ma del Poder Judicial. En este se crean 
específicamente dos nuevos órganos: el 
Órgano de Administración Judicial, en-
cargado de la administración del Poder 
Judicial de la Federación, y el Tribunal 
de Disciplina Judicial, responsable de la 
disciplina de su personal.

Dentro de los cambios efectuados 
con la reforma judicial tenemos la eva-
luación del desempeño. En términos del 
artículo 100 de la Constitución General, 
se establece que el Tribunal de Discipli-
na Judicial será el facultado para eva-
luar el desempeño de las magistradas y 
magistrados de Circuito, así como de las 
juezas y jueces de Distrito que resulten 
electos durante su primer año de ejer-
cicio. Además, en coordinación con la 
Escuela Nacional de Formación Judicial, 
aplicará programas de capacitación y 
actualización permanente.

El Tribunal de Disciplina Judicial, en 
términos de la nueva Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación —publi-
cada el 20 de diciembre de 2024—, fun-
ciona en Pleno, Comisiones y a través 
de sus órganos auxiliares. Si traslada-
mos esto a las atribuciones en materia 
de evaluación, las ejercerá mediante el 
Pleno, su Comisión de Evaluación y el 
Órgano de Evaluación del Desempeño 
Judicial. Este último, por disposición de 
ley, es el competente para evaluar y dar 
seguimiento al desempeño de los órga-
nos jurisdiccionales a fin de consolidar 
un ejercicio responsable, profesional, in-
dependiente, honesto y eficaz de la fun-

ción jurisdiccional, así como para evitar 
actos que la demeriten. 

Ahora bien, con fechas 6 de enero y 
10 de junio de 2026, respectivamente, se 
publicaron en el Diario Oficial de la Fede-
ración el Acuerdo General 6/2025 del Ple-
no del Tribunal de Disciplina Judicial del 
Poder Judicial de la Federación —por el 
que se establece la estructura y funciona-
miento del órgano de evaluación del des-
empeño judicial— y el Reglamento Interior 
del Tribunal de Disciplina Judicial. 

En este último se encuentran pre-
vistos los tipos de procedimientos de 
evaluación en los que el Órgano de Eva-
luación, a través de sus personas visita-
doras judiciales, ejercerá las funciones 
de evaluación y seguimiento del desem-
peño, contemplando tanto a las perso-
nas de elección popular como a quienes 
actualmente ocupan cargos que se reno-
varán en 2028 [1]. 

Asimismo, al amparo de los transito-
rios Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto del 
Acuerdo antes referido, se les practica-
ron los procedimientos de evaluación 
ordinario y de seguimiento regular, ade-
más de los informes circunstanciados 
que estuvieron obligadas a rendir las 
personas juzgadoras con el fin de dar 
uniformidad al inicio de los periodos su-
jetos a evaluación.

Los tipos de procedimiento de eva-
luación previstos son: ordinario, extraor-
dinario y de seguimiento (este último en 
sus tres modalidades: evaluación de se-
guimiento regular, evaluación intermedia 
y final de seguimiento, y evaluación de 
seguimiento especial). Todos deberán 
ser desarrollados por etapas, aplicán-
doles diversos métodos de evaluación 
según el tipo de procedimiento.

Nuevo modelo de
evaluación judicial
La reforma judicial de 2024 creó el Tribunal de Disciplina Judicial 
como autoridad responsable de evaluar el desempeño de 
magistradas, magistrados, juezas y jueces federales. 
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Con excepción del procedimiento de 
evaluación extraordinaria y de evalua-
ción de seguimiento en su modalidad es-
pecial, cada uno de los procedimientos 
de evaluación determina los parámetros 
para considerar que una evaluación o 
dictamen es satisfactorio.

Es importante destacar que el mar-
co normativo vigente determina que 
para estimar satisfactoria la evaluación 
o dictamen en los procedimientos —sal-
vo para el extraordinario y los de segui-
miento en sus modalidades intermedia, 
final y especial— se debe cumplir cuan-
do menos con cuatro parámetros. 

Se debe tomar en cuenta que el in-
cumplimiento de estos por sí solo no 
trae como consecuencia la imposición 
de medidas preventivas y correctivas; es 
decir, solo se impondrán tales medidas 
ante una eventual resolución considera-
da insatisfactoria. De ahí que, aun cuan-
do exista incumplimiento de parámetros, 
si se obtiene una resolución que conten-
ga la satisfacción de la evaluación, las 
personas juzgadoras no deberán ser su-
jetas de tales medidas.

Las medidas preventivas y co-
rrectivas previstas que pueden im-
ponerse consisten en:

- Métodos o actividades de ca-
pacitación: tendientes a que la persona 
evaluada adquiera conocimientos refor-
zados vinculados con su quehacer juris-
diccional y/o administrativo.

- Reforzamiento de conocimientos 
o competencias: fortalecimiento de las 
aptitudes técnicas, profesionales o éticas 
de la persona evaluada en las que se ha-
yan advertido áreas de oportunidad.

- Requerimientos de acciones de 
mejora: exigencias para realizar acciones 
orientadas a hacer más eficiente la activi-
dad jurisdiccional y/o administrativa.

- Notas de observancia: documen-
tos en los que se hace saber a la perso-
na titular evaluada los aspectos sujetos a 
análisis que pueden ser susceptibles de 
mejorar o corregir por ella misma.

Se hace un énfasis especial en que, 
cuando no se cumplan las medidas im-
puestas en el procedimiento ordinario o 
la persona se niegue a realizar la eva-
luación extraordinaria, el Órgano de Eva-
luación dará vista al Pleno del Tribunal 

de Disciplina Judicial para los efectos 
legales correspondientes.

Por ello, destaca la importancia de la 
Comisión de Evaluación, que en térmi-
nos de los artículos 19 y 20 del Acuerdo 
General 7/2025 del Pleno del Tribunal 
de Disciplina Judicial del Poder Judicial 
de la Federación —por el que se esta-
blecen el número, especialidad, funcio-
namiento, integración y atribuciones de 
las comisiones del tribunal— y 119 del 
Reglamento Interior del Tribunal de Dis-
ciplina Judicial, tiene como finalidad dar 
seguimiento a los mecanismos de eva-
luación del desempeño judicial, asegu-
rando que se realicen con objetividad, 
transparencia y apego a la normatividad 
aplicable, constituyendo a su vez un en-
lace con el Órgano de Evaluación. 

La Comisión de Evaluación no ejerce 
atribuciones que le son propias al Órga-
no de Evaluación del Desempeño Judi-
cial; no obstante, constituye una pieza 
clave en el fortalecimiento de la calidad 
de la impartición de justicia en el Poder 
Judicial de la Federación. Además, funge 
como autoridad para conocer y resolver 
el recurso de inconformidad presentado 
cuando el Órgano de Evaluación deter-
mine que una evaluación resultó insatis-
factoria o bien imponga medidas correc-
tivas o sancionadoras.

Si bien la evaluación en el Poder Judi-
cial de la Federación no es nueva, lo cierto 
es que, derivado de la reforma constitu-
cional y legal en materia judicial de 2024, 
los procedimientos y su ejecución tuvieron 
que reestructurarse, reservándose al Tribu-
nal de Disciplina Judicial la evaluación de 
desempeño de las personas juzgadoras, 
mientras que la evaluación del desempe-
ño de las personas de la Carrera Judicial 
le compete al Órgano de Administración 
Judicial con base en el artículo 34 de la 
Ley de Carrera Judicial del Poder Judicial 
de la Federación.

Cabe señalar que la parte medular de 
la evaluación del desempeño de las per-
sonas juzgadoras (es decir, de las Magis-
tradas y Magistrados de Circuito y Juezas 
y Jueces de Distrito) la constituye el Pleno 
del Tribunal de Disciplina Judicial. Dentro 
de sus facultades están las de reglamen-
tar, mediante la emisión de acuerdos ge-
nerales, los parámetros y las especifica-
ciones relativas a los métodos, criterios e 
indicadores para la realización de las eva-
luaciones de desempeño y seguimiento, 
así como los sistemas que permitan eva-
luar de manera periódica el desempeño y 
la honorabilidad de las y los visitadores. 

Si bien no son sus únicas atribuciones 
en materia de evaluación, la emisión de 
tal normatividad sienta las bases para que 
el Órgano de Evaluación genere, integre 
y dote de insumos objetivos, verificables y 
técnicamente sustentados al Pleno y a la 
Comisión de Evaluación, permitiendo contar 
con elementos indispensables para tomar 
decisiones con las cuales se fortalezcan las 
prácticas en materia de evaluación judicial. 

Por último, se debe tomar en cuenta 
que el perfeccionamiento de las evaluacio-
nes se logrará con la práctica continua, lo 
cual implica considerar aspectos y criterios 
acordes a la realidad jurídica. Sin embargo, 
el objetivo primordial es y será garantizar la 
excelencia, la imparcialidad y la transparen-
cia en el desempeño de la función judicial.

[1] DECRETO por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, publicado el 02 de junio de 2026.
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justicia. Es Licenciada y Doctora 
en Derecho, cuenta con maestrías 
en Derecho Procesal Penal, 
Derecho Penal, y Administración 
y Procuración de Justicia, además 
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Compliance Penal por la 
Universidad de Salamanca, 
España; Ley Antilavado de 
Dinero y Manejo Efectivo, entre 
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A lo largo de su trayectoria en el 
servicio público, ha consolidado 
su perfil operativo e institucional 
colaborando en la Procuraduría 
General de Justicia del Estado 
de México (hoy Fiscalía General 
de Justicia del Estado de 
México), la Procuraduría General 
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Dra. Adriana Alicia
Rodríguez Azuara Cuando un fiscal o un juez de control 

se enfrenta por primera vez a una per-
sona jurídica como sujeto del proceso 

penal, suele repetir, casi de manera automá-
tica, el mismo razonamiento que aplicaría a 
una persona física: buscar quién actuó, qué 
intención tuvo y qué resultado produjo. Ese 
ejercicio, cómodo por familiar, es también el 
origen de buena parte de los errores en la 
práctica forense, porque la persona jurídica 
no actúa, no piensa ni decide de la misma 
manera en que lo hace un individuo.

He sostenido en otro lugar que la 
ausencia de un catálogo cautelar pro-
pio para las empresas obliga a los ope-
radores jurídicos a recurrir de manera 
constante a la analogía1, y el mismo diag-
nóstico es aplicable, con mayor razón, al 
momento de imputar. No basta con saber 
qué medida cautelar aplicar a una perso-
na jurídica si, desde un inicio, no se ha 
construido correctamente la imputación 
que le da origen al proceso.

El propósito de este artículo es ofrecer 
una ruta metodológica clara para imputar 
un hecho a la persona jurídica, que sirva 
tanto al fiscal que integra la carpeta de 
investigación como al defensor que debe 
controvertir esa imputación. La tesis central 
es sencilla: la imputación corporativa exige 
verificar presupuestos propios, distintos de 
los que se exigen a la persona física, y orga-
nizados en una secuencia lógica que va de 
la existencia de la persona jurídica hasta la 
acreditación de un defecto de organización 
que explique el hecho delictivo.

Los modelos de atribución penal 
a la persona jurídica

Antes de abordar los presupuestos 
de la imputación, es indispensable identi-

ficar el modelo de atribución que rige en 
el sistema normativo aplicable, pues de él 
depende la metodología a seguir. La expe-
riencia comparada permite identificar tres 
esquemas principales:

1. Modelo vicarial (EE. UU.): La 
persona jurídica responde directamente 
por los hechos de las personas físicas 
que actúan en su nombre o representa-
ción. La suerte de la empresa está atada 
a la de sus directivos.

2. Modelo autónomo (México): La 
persona moral responde por su propio he-
cho, con independencia de lo que ocurra con 
la persona física vinculada. Aunque el Código 
Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) 
exige identificar a una persona física compe-
tente para iniciar el proceso [̂2], la responsa-
bilidad de la empresa no depende procesal-
mente de la condena de esta última.

3. Modelo mixto (España): Com-
bina elementos de los dos anteriores a 
partir de su reforma le-gal de 2010.

La diferencia entre estos modelos no 
es meramente teórica. Pensemos en el 
conductor de una pipa de gas que circu-
la con exceso de velocidad y provoca un 
accidente. Bajo un esquema vicarial puro, 
si el conductor fallece en el hecho, ya no 
habría a quién atribuirle la conducta y la 
empresa quedaría, en los hechos, libre de 
responsabilidad penal. Bajo el esquema 
autónomo que rige en México, en cambio, 
la persona moral puede responder aun 
cuando el conductor haya muerto, porque 
lo que se le imputa a la empresa no es la 
conducta del conductor en sí misma, sino 
el defecto de organización que permitió 
que ese riesgo se materializara.

Imputación de 
personas jurídicas
Se propone un método para determinar la 
responsabilidad penal. El secreto no está en buscar a 
un culpable individual, sino en identificar los riesgos y 
las fallas internas en la estructura de la persona jurídica.
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La conducta como creación de ries-
go: punto de partida de la imputación

Todo modelo de imputación corpora-
tiva debe partir de una premisa dogmá-
tica distinta a la que rige para la perso-
na física. Mientras que en esta última la 
conducta se entiende, todavía en buena 
parte de la doctrina, como un movimien-
to corporal voluntario, en la persona 
jurídica ese concepto es sencillamente 
inaplicable, porque la empresa no tiene 
cuerpo ni voluntad psicológica propia. La 
conducta relevante para la persona jurí-
dica debe entenderse, en cambio, como 
la creación o el incremento de un riesgo 
jurídicamente desaprobado, vinculado al 
cumplimiento de su objeto social. Como 
lo he desarrollado en otro trabajo, toda 
persona, física o jurídica, genera riesgo 
al desplegar su actividad ordinaria, y ese 
riesgo solo se vuelve relevante para el 
derecho penal cuando rebasa el margen 
que la propia norma tolera2.

Esta idea tiene consecuencias prác-
ticas inmediatas para la imputación. 
Pensemos en una empresa de trans-
porte que opera vehículos autónomos, 
sin conductor humano al volante. En 
ese escenario ya no es posible cons-
truir la imputación sobre la base de la 
voluntad de una persona física en es-

pecífico, porque no la hay; la pregunta 
relevante deja de ser quién conducía, 
y pasa a ser si la organización cumplió 
sus deberes de control y vigilancia so-
bre el funcionamiento, la programación 
y el mantenimiento del vehículo. El ries-
go permitido, en ese caso, es el que se 
mantiene dentro de los parámetros que 
fijan los reglamentos de tránsito y las 
normas oficiales aplicables; el riesgo 
no permitido es el que los rebasa por 
una falla organizacional, y es ese exce-
so el que abre la puerta a la imputación 
penal de la empresa.

La teoría del riesgo organizacional ex-
plica, precisamente, por qué la responsa-
bilidad de la persona jurídica no depende 
de identificar a un culpable individual, sino 
de acreditar un defecto de organización: 
la ausencia de controles internos, la de-
legación de facultades sin supervisión, los 
incentivos que privilegian resultados por 
encima del cumplimiento normativo, o una 
cultura corporativa que tolera prácticas 
irregulares. La empresa no delinque por 
medio de alguien, sino por una falla en su 
propia organización, y el reproche penal se 
dirige precisamente a esa falla.
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Presupuestos para imputar un 
hecho a la persona jurídica

Sentada esa premisa, la imputación 
de un hecho a la persona jurídica exige 
verificar, en una secuencia lógica, los 
siguientes presupuestos, que retoman y 
sistematizan el modelo desarrollado por 
el doctor Rubén Quintino Zepeda3:

En primer lugar, debe existir una per-
sona jurídica de derecho privado, lo que 
excluye de este modelo a entes como 
los sindicatos y los partidos políticos. 
En segundo lugar, debe identificarse a 
una persona física competente, esto es, 
quien manifiesta el sentido de la volun-
tad de la persona jurídica y está bajo su 
control, sin que sea necesario que ocu-
pe el nivel más alto de la estructura cor-
porativa. En tercer lugar, debe existir un 
hecho típico de referencia, vinculado di-
recta o indirectamente al giro o al objeto 
social de la empresa, y que se encuentre 
contemplado en un catálogo de delitos 
susceptibles de generar responsabilidad 
corporativa, incluidos, en su caso, los 
delitos culposos.

A partir de ahí, la imputación exige un 
cuarto presupuesto de naturaleza mate-
rial: que el hecho típico de referencia 
denote un defecto de organización de la 
persona jurídica, es decir, la creación de 
un riesgo no permitido, y que ese riesgo 
se haya volcado precisamente en el re-

sultado, dentro del fin de protección de 
la norma. Estos tres elementos —riesgo 
no permitido, concreción del riesgo en el 
resultado y pertenencia del resultado al 
ámbito protector de la norma— son los 
que integran, en conjunto, la imputación 
objetiva del hecho a la empresa.

El quinto presupuesto corresponde 
a la imputación subjetiva, que también 
debe verificarse de manera distinta a 
como se hace con la persona física: la 
persona jurídica actúa dolosamente 
cuando tiene conocimiento del riesgo 
organizacional que tolera o promueve, 
y actúa culposamente cuando infringe 
un deber objetivo de cuidado, es decir, 
cuando crea un riesgo no permitido sin 
haberlo advertido debiendo hacerlo. Fi-
nalmente, deben valorarse los elemen-
tos que permiten clasificar jurídicamente 
el hecho: el grado de ejecución, para sa-
ber si se trata de un hecho consumado 
o tentado; la forma de intervención, para 
determinar si la persona jurídica actuó 
como autora o partícipe; la modalidad 
de la conducta, activa u omisiva; y, en su 
caso, la clase de concurso, cuando de 
los mismos hechos deriven varios delitos 
atribuibles a la empresa.

Conviene insistir en que estos presu-
puestos no operan de manera aislada, 
sino como una secuencia: la ausencia de 
cualquiera de ellos impide continuar con 

el análisis de los siguientes. Si no hay 
persona física competente identificada, 
no tiene sentido analizar el defecto de 
organización; si el hecho típico de refe-
rencia no guarda relación con el objeto 
social, tampoco procede continuar con 
el estudio de la imputación subjetiva. 
Esta disciplina metodológica es la que 
distingue una imputación corporativa 
bien construida de una que simplemente 
traslada, por comodidad, las categorías 
pensadas para la persona física.

Conclusión

Imputar un hecho a la persona jurí-
dica no es, ni debe ser, un ejercicio de 
analogía simple con la persona física. 
Requiere un método propio, que parta de 
entender la conducta corporativa como 
creación de riesgo organizacional, que 
respete el modelo de atribución vigente 
en cada sistema jurídico, y que verifique, 
en orden, la existencia de la persona ju-
rídica, la persona física competente, el 
hecho típico de referencia, el defecto de 
organización, la concreción del riesgo 
en el resultado y la imputación subjeti-
va correspondiente. Solo bajo esa disci-
plina metodológica es posible construir 
imputaciones corporativas sólidas, que 
resistan el control judicial y que, al mis-
mo tiempo, respeten la presunción de 
inocencia a la que también tiene dere-
cho la empresa.

JUSTICIA
CORPORATIVA 

“Las empresas no cometen 
delitos por culpa de una 

persona, sino por fallas en 
su propia organización y 

control; el castigo debe ir 
directo a esa falla”.
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